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Exp.- 194/2021/3.


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 194/2021/3 
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO. 

MAGISTRADA: 

LICENCIADA HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO 

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADO JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO

San Luis Potosí, San Luis Potosí, once de noviembre de dos mil veintiuno.
VISTOS para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 194/2021/3, promovido por **********, contra actos de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado; y,
RESULTANDO

I.- Por escrito recibido en este Tribunal el treinta de marzo de dos mil veintiuno, **********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, y por los actos que hizo consistir en: 

“LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA DICTADA POR LOS INTEGRANTES DE LA H. COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE FECHA SIETE DE ENERO DEL AÑO 2021 Y NOTIFICADA EL 15 DE FEBRERO DEL AÑO 2021 DENTRO DE LOS AUTOS DEL EXPEDIENTE DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SANCIÓN NÚMERO 001/20.”
En auto del dieciséis de abril de dos mil veintiuno, se admitió la demanda, ordenándose la notificación y emplazamiento a la autoridad demandada.
II.-  Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las 10:00 diez horas del veintisiete de septiembre de dos mil veintiuno, se dio inicio a la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes hizo uso de tal derecho, por lo que con lo anterior se dio por terminada la audiencia y se citó para resolver el presente juicio.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción XVII, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; puesto que se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como lo es **********, como integrante de un cuerpo de seguridad pública, en concreto en la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, y Autoridades del Estado como lo es la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, conflicto para el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción; de acuerdo con el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244 del Tomo III de junio de 1996 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En cuanto al interés jurídico de la Parte Actora, está plenamente acreditado con las documental en donde consta el acto impugnado, consistente en el oficio 177/2021, dirigido a la actora **********, y en que se le comunica la resolución definitiva dictada por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, que determinó la suspensión temporal de funciones por quince días de la aquí actora; por lo que es claro que a la compareciente le asiste interés jurídico para controvertir ese acto en el presente Juicio Contencioso Administrativo. La referida documental es visible de la foja 12 a la foja 22 del expediente en que se actúa.
Por su parte, el Director General de Seguridad Pública del Estado y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, en términos de los artículos 120 fracción I y 124 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 109 fracción I del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, con el respectivo nombramiento que acompañó al escrito de contestación de demanda, documental visibles en la foja 39 del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado que la Parte Actora hizo consistir en:

“LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA DICTADA POR LOS INTEGRANTES DE LA H. COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE FECHA SIETE DE ENERO DEL AÑO 2021 Y NOTIFICADA EL 15 DE FEBRERO DEL AÑO 2021 DENTRO DE LOS AUTOS DEL EXPEDIENTE DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SANCIÓN NÚMERO 001/20.”
Esto en relación con las pretensiones de la Parte Actora, que son la declaración de nulidad del acto impugnado incluyendo el proceso sancionador.

Por su parte, la Autoridad Demandada sostiene la legalidad del acto impugnado.

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio, y por su parte la Autoridad Demandada no adujo alguna causal de improcedencia o sobreseimiento.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la Parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de la foja 8 a la foja 11 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”
SEXTO.- A juicio de la suscrita Magistrada, lo planteado en el capítulo de conceptos de impugnación del escrito de demanda, resulta esencialmente fundado y suficiente, para declarar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado; atento a las consideraciones que a continuación se exponen.
En su concepto de impugnación, la parte actora aduce que la autoridad responsable emitió la resolución que se impugna a todas luces incongruente y defectuosa en el raciocinio lógico jurídico, y sin atino jurídico, al estimar la autoridad responsable que tuvo conocimiento de la realización de un probable incumplimiento a las obligaciones propias como integrante del cuerpo de seguridad el día 30 de enero del año 2020, por lo que es a partir del 31 de enero del año 2020, lo cual es incorrecto y erróneo pues la prescripción se produce por la inacción de la Unidad de Asuntos Internos de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado y no como lo ha considerado la autoridad responsable en la resolución impugnada, pues la prescripción comienza a correr desde que se produce el hecho generador.

Es fundado el argumento sintetizado.

En principio es conveniente puntualizar que como se desprende de las constancias de este sumario, el acto impugnado es el consistente en la determinación de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, por la que impuso la suspensión temporal de funciones por quince días de **********, con fundamento en los artículos 114, 116 y 119 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado y 97, 99 y 193 del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, y apoyándose en el procedimiento establecido en el numeral 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, mismo que establece:
“ARTICULO 126. En cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso, y principio de presunción de inocencia.

En consecuencia, cualquier infracción, ya sea que se cometa por acción u omisión, que constituya responsabilidad en el desempeño de sus funciones o incumplimiento de sus deberes, de acuerdo a la presente Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, se someterá ante la Comisión de Honor y Justicia, conforme al siguiente procedimiento:

l. Se iniciará por solicitud escrita presentada por el titular de la Unidad de Asuntos Internos de las instituciones de seguridad pública, en los términos de sus ordenamientos.

La solicitud deberá contener lugar, fecha, y la imputación que se atribuye al probable infractor; pruebas que sustenten la imputación, motivación para su formulación, y fundamentación de la infracción que se imputa;

II. La Comisión de Honor y Justicia dentro de las veinticuatro horas siguientes, contadas a partir del momento en que reciba la solicitud, por conducto de su presidente, asignará el número progresivo que corresponda al expediente y dictará acuerdo de radicación, en el que señalará día y hora para la celebración de una audiencia, que deberá efectuarse dentro de los treinta días hábiles siguientes al que se haya dictado el acuerdo.

En el mismo acuerdo, la Comisión de Honor y Justicia, por conducto de su presidente acordará:

a) Se notifique personalmente al probable infractor, y a los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, cuando menos con diez días de anticipación a la audiencia.

b) Que en el acto de notificación, al probable infractor se le entregue copia cotejada del escrito de solicitud, así como de las constancias y actuaciones que obren en el expediente.

Con respecto de la información reservada o confidencial prevista en la fracción III del presente artículo, únicamente se le permitirá consultarla en el local de la instancia y ante la presencia del personal actuante que para tal efecto designe el Presidente, pudiendo en tal caso tomar las anotaciones que considere pertinentes.

c) Se apercibirá al probable infractor que la imputación se tendrá por consentida y aceptada, y por perdido el derecho de ofrecer pruebas, si no concurre a la audiencia por causa injustificada.

d) Se haga saber al presunto infractor el derecho que tiene para exponer su defensa por sí mismo; o bien, para asistirse de un abogado durante la sustanciación del procedimiento, de un abogado, así como para ofrecer las pruebas que a su derecho convenga.

e) En el procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia no se admite la representación, por lo que el presunto responsable debe comparecer en forma personal e insustituible, a declarar sobre las imputaciones que se le hagan respecto a hechos propios, relacionados con actos u omisiones que podrían constituir infracciones a sus deberes.

f) La comparecencia podrá ser por escrito, la cual en todo caso, tendrá que ser ratificada durante la audiencia por el presunto infractor.

En el escrito de comparecencia el probable infractor ofrecerá y acompañará sus pruebas, relacionándolas con los puntos controvertidos, siendo admisibles toda clase de pruebas, con excepción de la confesional mediante absolución de posiciones, o aquéllas que sean contrarias a la moral o al derecho.

Los testigos, que no podrán exceder de dos por cada hecho, deberán ser presentados por el oferente, debidamente identificados mediante documento oficial con fotografía reciente. La prueba testimonial se declarará desierta si los testigos no comparecen a la audiencia.

El oferente de la prueba deberá exhibir el interrogatorio correspondiente, debidamente firmado, y copia del mismo para cada una de las demás partes, a fin de que estén en aptitud de formular repreguntas, las cuales, en su caso, deberán hacer en el momento en que se desahogue la prueba, sin que puedan exceder de dos por cada directa.

El oferente no podrá formular a los testigos más preguntas de las contenidas en el interrogatorio respectivo; el presidente por sí o a solicitud de los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, podrá requerir a los declarantes para que amplíen su contestación, o formularles de manera directa las preguntas que estime pertinentes en relación con los hechos de su testimonio.

g) Las autoridades tienen obligación de expedir, a costa del probable infractor, las copias de los documentos que les soliciten a fin de que puedan rendir sus pruebas; si no lo hicieran, el día de la audiencia la Comisión de Honor y Justicia a solicitud del probable infractor, y previa justificación de que hizo la solicitud correspondiente cuando menos tres días hábiles antes de la celebración de la audiencia, acordará que por medio de su presidente se requiera a la autoridad la expedición de las copias, apercibiendo de la aplicación de los medios de apremio en caso de incumplimiento;

III. Se considerará como reservada o confidencial, la información que pueda comprometer la seguridad pública; poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona; causar un serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de delitos; la impartición de justicia; la recaudación de contribuciones; y aquélla que sea considerada como tal por la ley.

La resolución que clasifique la información como confidencial deberá estar debidamente fundada; y tal carácter no podrá ser impedimento para que dicha información sea puesta a disposición de las autoridades jurisdiccionales competentes;

IV. La notificación al probable infractor se realizará en forma personal en el domicilio oficial de la adscripción del presunto infractor, en el último que hubiera aportado, o en el lugar en el que se encuentre físicamente.

El probable infractor, en el primer escrito que presente ante la Comisión de Honor y Justicia, está obligado a señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en la ciudad en la que resida la Comisión de Honor y Justicia, apercibiéndolo de que en caso de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones se realizarán por medio de estrados en lugar visible al público, dentro de las instalaciones que ocupe la propia Comisión.

La audiencia podrá diferirse por causas de fuerza mayor, plenamente acreditada en autos, en cuyo caso deberá notificarse personalmente a las partes la resolución fundada y motivada que así lo determine, así como la nueva fecha y hora fijadas para la celebración de la audiencia; el diferimiento podrá ser acordado por el presidente o por el pleno de la Comisión de Honor y Justicia;

V. El día y hora señalados para la celebración de la audiencia a la que se refieren las fracciones II y

IV del presente artículo, se procederá conforme a lo siguiente:

a) El presidente solicitará al Secretario tome lista de asistentes, para verificar el quórum para sesionar.

Una vez verificado el quórum, el presidente declarará formalmente abierta la sesión y, enseguida, el secretario dará cuenta de la asistencia o no del presunto infractor. En caso de haber comparecido, tomará las generales del presunto infractor y de su defensor; protestando al primero conducirse con verdad, y advirtiéndole de los delitos que comete quien declara falsamente ante una Autoridad administrativa, y discerniéndole el cargo al segundo. Acto seguido procederá a dar lectura a las constancias relativas a la imputación y datos de cargo, con la finalidad de hacer saber al presunto infractor los hechos que se le atribuyen.

b) En caso de no haber comparecido el presunto infractor, verificándose su legal emplazamiento, de oficio se hará efectivo el apercibimiento a que se refieren las fracciones II y IV del presente artículo, y seguirá el procedimiento en rebeldía.

c) A continuación se concederá el uso de la palabra al presunto infractor, para que por sí o por medio de su abogado, expongan lo que a su derecho convenga, y ofrezcan las pruebas que estimen pertinentes, o bien ratifique el contenido de su escrito de comparecencia.

d) Concluida la exposición del probable infractor, la Comisión de Honor y Justicia resolverá cuáles pruebas son admitidas, o desechadas por no tener relación con los hechos, ser inconducentes o contrarias a derecho; haciendo constar su determinación en el acuerdo respectivo, que firmarán los asistentes para efectos de notificación.

e) Los miembros de la instancia están facultados para cuestionar a los comparecientes; solicitar informes u otros elementos de prueba, por conducto del secretario, previa autorización del presidente, con la finalidad de allegarse de datos necesarios para el esclarecimiento del asunto.

f) Los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, por conducto del secretario y previa autorización del presidente, podrán formular preguntas al presunto infractor, solicitar informes u otros elementos de prueba que estimen pertinentes, con la finalidad de allegarse los datos necesarios para el conocimiento del asunto.

g) Contra la determinación de la Comisión de Honor y Justicia, por la que se resuelva lo relativo a las pruebas, no procede medio de defensa alguno, y en todo caso, se podrá combatir dentro de los medios de defensa que procedan contra la resolución definitiva del procedimiento;

VI. Si las pruebas ofrecidas admitidas requieren preparación, el presidente establecerá un término probatorio de quince días para su desahogo. En caso contrario, se declarará agotada la instrucción y dará curso al procedimiento;

VII. En la misma audiencia y una vez desahogadas las pruebas, se concederá al probable infractor el derecho de defenderse por sí o por conducto de su abogado defensor; concluida ésta se dará por terminada la audiencia, declarándose cerrada la instrucción.

La Comisión de Honor y Justicia dentro de los diez días hábiles siguientes deberá emitir la resolución, la cual se notificará personalmente al interesado, por conducto del personal que la Comisión designe expresamente en la propia resolución.

Al presunto responsable declarado en rebeldía, se le notificará por estrados, surtiendo desde ese momento sus efectos.

En el caso de que exista imposibilidad material debidamente fundada y motivada, para practicar personalmente la notificación de la resolución definitiva, se emitirá acuerdo por el presidente de la comisión, en el que ordene la notificación de ese acuerdo y de la resolución definitiva por medio de estrados.

La resolución definitiva que dicte la Comisión de Honor y Justicia deberá estar debidamente fundada y motivada; contener una relación sucinta de los hechos; así como una valoración de todas y cada una de las pruebas aportadas, y

VIII. La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las siguientes reglas:

a) Harán prueba plena la confesión expresa del probable responsable y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado.

b) El valor de la pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas, quedará a la prudente y razonada apreciación de la Comisión de Honor y Justicia.”

De la lectura del citado precepto, se desprende:

a) Que la Comisión de Honor y Justicia es un órgano colegiado disciplinario de carácter permanente en los cuerpos de seguridad pública, encargado de conocer y resolver sobre infracciones o faltas a los deberes previstos en la Ley, los reglamentos y/o cualquiera otros ordenamientos jurídicos de la materia, cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad, así como de imponer las sanciones correspondientes;

b) Que la imposición de sanciones por la Comisión de Honor y Justicia se sujeta al procedimiento seguido en forma de juicio establecido en el artículo 126 de la Ley de Seguridad Pública, preservando en todo momento los derechos de audiencia, presunción de inocencia y debido proceso.
En ese contexto y por lo que atañe a la materia de la presente impugnación, resalta el contenido del artículo 129 de la indicada Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, en donde se establece la hipótesis de prescripción aplicable a las facultades de la Comisión de Honor y Justicia para imponer sanciones, numeral que enuncia:
“ARTICULO 129. Las facultades de la Comisión de Honor y Justicia para imponer las sanciones que la ley prevé, prescribirán en tres años, contados a partir del día siguiente al que la autoridad tenga conocimiento del hecho en el que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del momento en que hubieren cesado, si fueren de carácter contínuo.

La prescripción sólo se interrumpirá al notificarse al presunto infractor, el citatorio para que comparezca a la audiencia.

El término para que opere la prescripción se suspenderá cuando alguna autoridad competente ordene la suspensión del procedimiento disciplinario, y se reanudará cuando la suspensión cese en sus efectos, reanudándose el cómputo del término.”
Del pretranscrito numeral se obtiene lo siguiente:
· Que las facultades de la Comisión de Honor y Justicia prescriben dentro del plazo de tres años.

· Que el inicio del cómputo de la prescripción se cuenta a partir de que la autoridad tiene conocimiento del hecho en que se hubieren cometido las infracciones o a partir de que cese la conducta, en el caso de actos continuos.

· Que el único acto que interrumpe la prescripción es la notificación del citatorio para la audiencia.

·  Que la prescripción se suspenderá cuando alguna autoridad competente ordene la suspensión del procedimiento disciplinario.
Ahora bien, a la luz de las constancias que se remitieron por la autoridad demandada, se advierte que la aquí actora compareció ante la potestad del Comisión de Honor y Justicia, a desahogar la audiencia del Procedimiento Administrativo de Sanción 001/2020 que se le instauró, en donde de manera medular expresó como defensa lo que se inserta a continuación:
********** IMAGEN DIGITALIZADA 
Al respecto, al atender la cuestión planteada por la aquí actora, la enjuiciada estableció literalmente lo siguiente:
********** IMAGEN DIGITALIZADA 
Como se anticipó, es fundado el argumento esgrimido por la actora, en la medida que la decisión a la que arribó la enjuiciada al abordar el tópico de prescripción de las facultades para sancionar por parte de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, carece de fundamento en la medida que enseguida se expresa.

Como se vio en apartados previos, las facultades de la Comisión de Honor y Justicia prescriben dentro del plazo de tres años, los que se cuentan a partir de que la autoridad tiene conocimiento del hecho en que se hubieren cometido las infracciones o a partir de que cese la conducta, en el caso de actos continuos.

Bajo esa premisa, la Comisión de Honor y Justicia demandada consideró que la fecha a considerar como en la que la autoridad tiene conocimiento del hecho en el que se hubieren cometido las infracciones, debe ser el relativo al momento en el que la propia Comisión de Honor y Justicia toma conocimiento de la probable responsabilidad o participación de un elemento de seguridad pública en un hecho que amerite una sanción, mediante la solicitud presentada por la Unidad de Asuntos Internos, mismo que es interrumpido al notificarse el inicio del procedimiento en su contra.
Sin embargo, como bien lo alegó la demandada, esa consideración es desacertada porque contrario a lo planteado por la enjuiciada, el momento en el que inicia el plazo de prescripción es a partir de que la autoridad primaria, toma conocimiento de la existencia de los hechos irregulares, esto es, la propia Unidad de Asuntos Internos que es a la que en todo caso, le resultan las atribuciones de conducir la investigación a efecto de determinar una posible responsabilidad y plantear la solicitud correspondiente ante la Comisión de Honor y Justicia.

Se sostiene lo anterior porque de una interpretación teleológica e histórica, la prescripción se refiere a la pérdida de facultades de la autoridad para resolver las cuestiones relacionadas con el fondo del asunto, tomando en cuenta que su finalidad es la consolidación de las situaciones jurídicas por el transcurso del tiempo, figura jurídica que corre a partir de que se realiza la conducta infractora, esto es así, porque la figura de la prescripción está relacionada con la facultad de la autoridad para sancionar una conducta, mas no propiamente al ejercicio de la función procesal, es decir, es la pérdida de la facultad de la autoridad de iniciar el procedimiento administrativo en contra de los elementos de seguridad, lo cual guarda vinculación con la acción ejercida.
En la medida de lo expuesto, la enjuiciada equivoca su apreciación respecto de la figura de la prescripción, ya que dice esta inicia cuando precisamente la Comisión de Honor y Justicia tomó conocimiento de la probable responsabilidad, y que por lo que atañe al presente caso, sería el 30 treinta de enero de 2020 dos mil veinte, por lo que en esa razón consideró no se actualizaba la figura propuesta por la aquí actora, sin embargo, debe establecerse que el inicio de la prescripción es a partir del momento en el que la autoridad toma conocimiento del hecho en que se hubieren cometido las infracciones, para lo cual, la referencia a “la autoridad toma conocimiento del hecho”, debe necesariamente entenderse en relación a la autoridad depositaria del procedimiento de investigación, pues tal interpretación guarda congruencia con el hecho de que es precisamente el momento en el que ocurre la conducta u omisión, cuando se inicia el computo del plazo de la prescripción, pues esta se encuentra estrechamente vinculada con la acción ejercida.  

Tiene aplicación por su analogía con el caso tratado, los criterios que enseguida se reproducen:
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CADUCIDAD Y PRESCRIPCIÓN. SUS DIFERENCIAS EN LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVO (INICIADO DE OFICIO) Y SANCIONADOR, PREVISTOS EN LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.

De la ejecutoria que originó las tesis 1a. CLXI/2006 y 1a. CLXII/2006, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, octubre de 2006, página 275, de rubros: "CADUCIDAD DE FACULTADES DE LAS AUTORIDADES DENTRO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 60, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY FEDERAL DE LA MATERIA NO TRANSGREDE LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA." y "CADUCIDAD DE FACULTADES DE LAS AUTORIDADES DENTRO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 60, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY FEDERAL DE LA MATERIA, AL PERMITIR QUE ÉSTAS REINICIEN UN NUEVO PROCEDIMIENTO RESPECTO DE UN ACTO POR EL CUAL SE DECRETÓ AQUÉLLA, NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM.", respectivamente, se advierten las diferencias que existen entre la caducidad y prescripción, concretamente, que la primera trasciende al procedimiento administrativo, al nulificar la instancia por la inactividad procesal, sin afectar las pretensiones de fondo de las partes, mientras que la segunda se refiere a la pérdida de facultades de la autoridad para resolver las cuestiones relacionadas con el fondo del asunto, tomando en cuenta que su finalidad es la consolidación de las situaciones jurídicas por el transcurso del tiempo. Lo anterior permite distinguir dos procedimientos en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, uno regulado en su título tercero "Del procedimiento administrativo" (concretamente los artículos 14, 57 y 60) y otro sancionador, previsto en su título cuarto "De las infracciones y sanciones administrativas" (artículos 70 a 80). Por tanto, los procedimientos administrativos iniciados de oficio caducarán y se procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de parte interesada o de oficio, en el plazo de treinta días, contado a partir de la expiración del lapso para dictar resolución, mientras que en los sancionadores, la facultad de la autoridad para imponer sanciones administrativas prescribe en cinco años. De lo que se sigue, por un lado, que si en los procedimientos administrativos iniciados de oficio no se emite la resolución dentro de los plazos previstos para ello, el procedimiento se entenderá caduco y, por el otro, que si la autoridad no impone sanciones dentro del plazo de cinco años a partir de la conducta infractora, prescribirán sus facultades para sancionarla. En este contexto, el cómputo del plazo de treinta días para que opere la caducidad, inicia a partir de que expira el lapso para dictar resolución, mientras que el de cinco años para que se actualice la prescripción, corre a partir de que se realiza la conducta infractora.

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 333/2013. Distribuidora Mexicana de Gas L.P., S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: José Ángel Mandujano Gordillo. Secretaria: Noemí Leticia Hernández Román.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2014 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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PRESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD PARA IMPONER SANCIONES A LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL PLAZO PARA QUE OPERE INICIA A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SE HUBIERA INCURRIDO EN LA RESPONSABILIDAD O A PARTIR DEL MOMENTO EN QUE ÉSTA HUBIERE CESADO, SI FUESE DE CARÁCTER CONTINUO (LEGISLACIONES FEDERAL Y DE LOS ESTADOS DE CHIAPAS Y DE GUERRERO).

Los artículos 75 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Chiapas; 75 de la Ley Número 674 de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Guerrero; 78 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, disponen que el plazo para que opere la prescripción para imponer sanciones a los servidores públicos inicia a partir del día siguiente al en que se hubiera incurrido en la responsabilidad o a partir del momento en que ésta hubiere cesado, si fuese de carácter continuo, por lo que para computar el plazo de la prescripción es irrelevante la fecha en que las autoridades tuvieron conocimiento de la conducta infractora del servidor público a quien se pretende sancionar.

Contradicción de tesis 382/2009. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, Primero del Vigésimo Circuito y Tercero en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 4 de noviembre de 2009. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Paula María García Villegas.

Tesis de jurisprudencia 200/2009. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del once de noviembre de dos mil nueve.
En tal virtud, si de autos se desprende que la conducta ocurrió el 02 dos de febrero de 2017 dos mil diecisiete, según se desprende del oficio SSPE/DJ/252/2017 y anexos al mismo, los que obran de la foja 55 a la 62, documentos a los que se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo y que son aptos e idóneos para acreditar la fecha en que ocurrió la conducta atribuida a la aquí actora.

De suma, si el acto reprochado a la aquí enjuiciada ocurrió el 02 de febrero de 2017 dos mil diecisiete, es notorio que a la luz del numeral 129 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, el plazo para que se ejercieran las atribuciones de sanción y por ende, no se actualizara la prescripción, transcurrió en exceso, ello porque si el plazo de prescripción es de tres años a partir de que se genera la conducta por parte del elemento de seguridad pública, luego es evidente que transcurrieron 3 años sin que se hubieran ejercido las atribuciones en materia de sanción a los elementos de seguridad. 
En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la determinación emitida en el procedimiento sancionador identificado como el expediente número 001/2020, y la resolución de fecha siete de enero del dos mil veintiuno, dictada por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, en la que se impuso a la actora **********, la sanción de suspensión de quince días en el cargo que ostentaba como integrante del cuerpo de seguridad pública denominado Dirección General de Seguridad Pública del Estado; por lo que se decreta su NULIDAD y se le deja sin efecto legal alguno.
Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca, lo anterior adminiculado con la pretensión de la actora planteada en su escrito inicial de demanda, en donde señaló: “...PRETENSIÓN (SIC) QUE SE DEDUCE EN JUICIO: (...) D).- POR LA RESTITUCIÓN Y/O DEVOLUCIÓN DE LA CANTIDAD DE $11,305.93 QUE ME FUE DESCONTADA DE MI SALARIO DEL PERIODO COMPRENDIDO DEL 01 AL 15 DEL MES DE MARZO DEL AÑO 2021 CON MOTIVO DE LA SANCIÓN INJUSTIFICADA RELATIVA A LA SUSPENSIÓN TEMPORAL DE FUNCIONES POR 15 DÍAS QUE SE DECRETO EN MI CONTRA”, por lo que se ordena a la demandada que cancele los registros inherentes a la sanción declarada ilegal y reintegre a la aquí actora la cantidad de $11,305.93 (Once mil trescientos cinco pesos 93/100 M.N.) que le fue retenido en concepto de suspensión temporal de funciones. 

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad de la resolución impugnada en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 

Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracción IV, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la  determinación emitida en el procedimiento sancionador identificado como el expediente número 001/2020, y la resolución de fecha siete de enero del dos mil veintiuno, dictada por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, en la que se impuso a la actora **********; por lo que se decreta su NULIDAD, y se le deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos, y para los efectos expuestos en el Considerando Sexto de ésta Sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien le toco conocer del presente expediente, por reasignación en su conocimiento, lo anterior con fundamento en los artículos 19, fracción IX y 42 último párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 4° de su Reglamento Interior y en términos del Acuerdo General del Pleno de este Tribunal, de fecha veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, quien actúa con Secretario de Acuerdos Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
